DERECHO FISCAL. TEMA 12.

IMPUESTO SOBRE TRANSMISIONES PATRIMONIALES Y ACTOS JURÍDICOS DOCUMENTADOS. NATURALEZA Y CONTENIDO. TRANSMISIONES PATRIMONIALES SUJETAS Y NO SUJETAS.

I. EL ITPyAJD: NATURALEZA Y CONTENIDO.


En lo que se refiere a la legislación estatal, el impuesto se encuentra regulado por RDLeg 1/1993, de 24 de septiembre y RD 828/1995, de 29 de mayo.

La ley se ha visto afectada por la LPGE, de 27 de diciembre 2004, pero sólo en lo relativo a la actualización de las tarifas por transmisión y rehabilitación de Grandezas y Títulos Nobiliarios.

NATURALEZA.


Es un impuesto indirecto, real, objetivo, instantáneo, cedido a las CCAA, y de especialización jurídica (en cuanto a que el presupuesto del hecho imponible es esencialmente jurídico).

CONTENIDO.


Dentro de este impuesto existen tres modalidades diferentes:

-TPO.

-OP.

-AJD.


En la modalidad de TPO, se somete a imposición, entre otras transmisiones, la transmisión onerosa por acto i-v de bienes y derechos que integran el patrimonio de las personas físicas o jurídicas (por ejemplo, la venta de un piso por un particular).


En la modalidad de OS, se someten a gravamen fundamentalmente, actos de financiación de la empresa (por ejemplo, la constitución de una sociedad mercantil).


Por último, en la modalidad de AJD, se grava fundamentalmente la "formalización", y por ello, se someten a tributación por esta modalidad, los documentos notariales, mercantiles y administrativos.

COMPATIBILIDAD ENTRE LAS DISTINTAS MODALIDADES DEL IMPUESTO.


En ningún caso, un mismo acto podrá ser liquidado por la modalidad de TPO y por la de OS. Además, es incompatible la cuota variable de AJD, documentos notariales, con las modalidades de TPO y OS. Ejemplo: una sociedad hace una ampliación de capital y uno de los accionistas, persona física, acude a la ampliación mediante una aportación no dineraria consistente en un inmueble de su propiedad.

En dicha operación, se transmite un inmueble a cambio de acciones, por lo que podría pensarse que se produce uno de los hechos imponibles de la modalidad de TPO (transmisión de un bien del patrimonio de una persona física), y también en la modalidad de OS (la ampliación de capital es una de las operaciones típicas de financiación de la empresa sujetas a la misma). Dada la incompatibilidad entre ambas modalidades, y en virtud del principio de especialidad, la operación sólo tributa por la modalidad de OS.

Tampoco tributa por AJD, documentos notariales, cuota variable, por ser incompatible con OS. Recordemos que esta operación se hace en escritura pública (documento notarial) y se inscribe en el RM.

II. TRANSMISIONES PATRIMONIALES SUJETAS Y NO SUJETAS.

SUJETAS.


Podemos distinguir entre las transmisiones patrimoniales por naturaleza, y las transmisiones patrimoniales por equiparación.

1. Transmisiones patrimoniales por naturaleza.

a) transmisiones onerosas de bienes y derechos que formen parte del patrimonio de las personas físicas o jurídicas.

b) la constitución de derechos reales de uso y disfrute (por ejemplo: usufructo, uso, habitación, superficie o servidumbre), de garantía (por ejemplo: hipoteca, prenda) o la adquisición (por ejemplo: el retracto, o la opción o promesa de compra).

c) la constitución de concesiones administrativas. Las concesiones administrativas otorgadas por los entes públicos a las empresas concesionarias no están sujetos, con carácter general, al IVA, sino a la modalidad de TPO. Sólo tributan por IVA cuando tengan por objeto la cesión del derecho a utilizar infraestructuras ferroviarias, o inmuebles o instalaciones en puertos y en aeropuertos.

2. Transmisiones patrimoniales por equiparación.

a) las adjudicaciones en pago, para pago de deudas y adjudicaciones expresas en pago de asunción de deudas.


La adjudicación en pago consiste en la entrega de una cosa distinta de la que se debía, para saldar una deuda, previa conformidad del acreedor.


La adjudicación para pago consiste en la entrega de una cosa a una persona, adjudicatario, con la finalidad de que la entregue a un tercero para saldar una deuda.


En la adjudicación expresa en pago de asunción de deudas, existe una transmisión conjunta de bienes y deudas, sirviendo los bienes de contraprestación al adjudicante por las deudas asumidas por el adjudicatario.

b) los excesos de cabida declarados.


Estos excesos suelen producirse en caso de disolución de patrimonios comunes (por ejemplo: disolución de la sociedad de gananciales, comunidades de bienes, hereditarias o de sociedades). En estos supuestos, dado el diferente valor de los bienes, puede ocurrir que uno de los comuneros o tenga en la adjudicación bienes por un valor superior al que en principio debería haber recibido. Estos excesos constituyen hecho imponible del ITP, modalidad TPO.


Es importante, sin embargo, tener en consideración que no tributan por este concepto, los excesos de adjudicación que resulten de la aplicación de determinados preceptos del código civil. Así, por ejemplo: cuando una cosa sea indivisible o desmerezca mucho en caso de dividirse, podrá adjudicarse a uno, que abonará a los otros el exceso en dinero, no sometiéndose a gravamen dicha operación (Art. 1062 CC).

c) expedientes de dominio, actas de notoriedad y actas complementarias de documentos públicos.


Se trata de procedimientos registrales cuyo fin es determinar la propiedad de un bien, en los casos en que falta la documentación acreditativa de la titularidad, por ejemplo, por haberse producido varias transmisiones de un inmueble no inscritas en el registro. Estas operaciones tributan, a menos que se acredite haber satisfecho previamente el pago del impuesto.

d) reconocimientos de dominio.


Se trata de un negocio jurídico por el que el titular de un bien, reconoce la propiedad a favor de otra persona. Se entiende realizado el hecho imponible en ese momento, al equipararse el reconocimiento a la transmisión.

TRANSMISIONES NO SUJETAS.

a) las transmisiones constitutivas de hechos imponibles sujetos a OS, dada la incompatibilidad existente entre ambas modalidades.

b) las transmisiones sujetas a IVA, debido a la relación de incompatibilidad y preferencia del IVA respecto a TPO. Esta regla general presenta las siguientes excepciones:

-quedan sujetas a TPO las transmisiones de bienes inmuebles sujetas a IVA cuando resulten exentas en el mismo, salvo que se renuncie a la exención (por ejemplo: compra de un particular a un empresario de una vivienda de segunda mano).

-Las excepciones a la exención prevista para las transmisiones de valores en el artículo 108 LMV.

c) las adquisiciones a título gratuito, que quedan sujetas al ISD, con algunos supuestos especiales:

-Cesión de bienes a cambio de pensión.

-Donaciones onerosas: tributan por TPO y por ISD, en la correspondiente proporción.

d) la recuperación del dominio como consecuencia del cumplimiento de una condición resolutoria expresa (artículo 32. 1 del reglamento).

e) la recuperación del dominio como consecuencia de la reversión del mismo al expropiado, a consecuencia del incumplimiento de los fines justificativos de la expropiación (artículo 32.2 del reglamento).

Finalmente, dos observaciones:

1. Las adjudicaciones que se realizan a socios, comuneros, partícipes y cónyuges con la debida proporción, no se considerarán transmisiones a efectos del impuesto, pues son actos determinativos o especificativos, no estrictamente traslativos.

2. Las atribuciones de ganancialidad a bienes privativos de uno de los cónyuges por causa onerosa, quedan sujetas al impuesto, pero se discute su exención al amparo de lo dispuesto en el artículo 45.I.B .3 TR.

Si la atribución es a título gratuito, se entiende que tributaría por donación por la mitad del valor. En este sentido se ha pronunciado en alguna ocasión, la DGT, si bien el supuesto es discutido, también a los efectos de la exención del artículo 45.
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EXENCIONES SUBJETIVAS Y OBJETIVAS EN TRANSMISIONES PATRIMONIALES ONEROSAS Y OPERACIONES SOCIETARIAS. EXPOSICIÓN DE LAS MÁS IMPORTANTES.

I. EXENCIONES SUBJETIVAS Y OBJETIVAS.

 La doctrina considera, que existe una diferencia entre los supuestos de no sujeción y las exenciones. Así, en las exenciones surge la obligación tributaria al producirse el hecho imponible (obtención de renta), pero el legislador neutraliza su eficacia por medio de la exención. En cambio, en la no sujeción no nace la obligación tributaria, porque no se produce el hecho imponible (es decir, que no se dan los requisitos necesarios para que pueda exigírsele el impuesto).


En materia de actos exentos, se plantean dos problemas:

1. Si la exención debe ser aplicada de oficio o requiere petición de parte y

2. En este último caso, si basta con la petición o sea requiere además probar o justificar el derecho a la exención. La STS 30 diciembre 1988 establece la necesidad de la prueba.


Las exenciones subjetivas son las que se establecen por razón de la persona del contribuyente y las objetivas, lo que pretenden es favorecer una determinada actividad.

EXENCIONES SUBJETIVAS.

1º. Se concede la exención con carácter general para todos los actos que realicen el Estado y las Administraciones Públicas territoriales e institucionales, y sus establecimientos de beneficencia, cultura, seguridad social, docentes y de fines científicos.

También se aplica a las entidades cuyo régimen fiscal haya sido equiparado por la ley al del Estado o al de las Administraciones Públicas citadas.


No parece que gozan de exención, los entes públicos que actúen en régimen de derecho privado, ni tampoco entidades de derecho privado participadas por entes públicos cuya actividad se rige por el derecho privado, conforme a una consolidada corriente jurisprudencial del TEAC. No obstante, debe apuntarse que el RDL 15/1997, establece una amplia exención aplicable a la SEPI.

b) los establecimientos o instituciones reguladas por la ley 49/2002, de 23 de diciembre, de  Fundaciones, siempre que se acojan a régimen fiscal especial en la forma prevista en el artículo 14 de dicha ley.

c) la Cruz Roja española y la ONCE.

d) el Instituto de España y las Reales Academias integradas en el mismo, así como las instituciones de las CCAA que tengan fines análogos a los de la Real Academia Español.

2º. Se concede la exención con carácter especial para determinados actos:

a) a las Cajas de Ahorro, por las adquisiciones directamente destinadas a su obra social.

b) la Iglesia Católica y las demás iglesias, confesiones y comunidades religiosas que tengan suscritos acuerdos de cooperación con el Estado español.

-En el caso de la Iglesia Católica, es necesario que los bienes y derechos adquiridos se destinen al culto, a la sustentación del clero, al sagrado apostolado o al ejercicio de la caridad.

-En el caso de la Federación de Entidades Evangélicas, Federación de Comunidades Israelitas o la Comisión Islámica de España, siempre que la adquisición se destine a actividades religiosas o asistenciales.

EXENCIONES OBJETIVAS.


Enumeramos, entre otras, las siguientes:

a) por razones de política urbanística.

-Las aportaciones de terrenos realizadas a los propietarios afectados por las juntas de compensación.

-Las adjudicaciones de solares realizadas a aquéllos por las propias juntas.

-Transmisiones y adjudicaciones en reparcelaciones urbanísticas.

b) por razones de protección a la vivienda.

-La transmisión de solares y la cesión del derecho de superficie para la construcción de VPO.

-La primera transmisión i-v del dominio de las VPO, siempre que tenga lugar dentro de los seis años siguientes a la fecha de su calificación definitiva. Las ulteriores transmisiones sujetas a TPO, no gozan de exención.

-Los préstamos, hipotecarios o no, solicitados para su construcción, antes de su calificación definitiva.

La exención es más amplia cuando se refiere a la cuota proporcional de AJD, pues se extiende a toda clase de escrituras públicas para formalizar actos y contratos relacionados con VPO, de tal forma que, no es necesaria su formalización antes de la calificación definitiva para gozar del beneficio fiscal, y se extiende no sólo al primer préstamo para la financiación de la construcción, sino también a ulteriores préstamos que puedan formalizar adquirentes de VPO mientras esté vigente la calificación.

-La constitución, ampliación de capital, fusión y escisión de sociedades cuando la sociedad resultante tenga por objeto exclusivo la promoción o construcción de edificios en régimen de protección oficial. Los restantes actos no quedan amparados por la exención.

c) por razones de política económica.

-Transmisiones de edificios a empresas de arrendamiento financiero, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

   1. La edificación ha de ser objeto de un contrato de arrendamiento financiero con opción de compra.

   2. El arrendamiento financiero ha de concertarse con persona distinta de transmitente, por lo que no es de aplicación de exención, en el caso de operaciones de lease-back.

   3. En la transmisión constituya una operación exenta de IVA y, en consecuencia sujeta a la modalidad de TPO.

-La transmisión de valores, admitidos o no a negociación en mercado secundario oficial, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 108 LMV. Excepciones:

    1. Que los valores se hubiesen recibido como consecuencia de la aportación de inmuebles, y no haya transcurrido un año desde la aportación.

    2. Que el activo de la sociedad cuyos valores se transmiten, esté integrado en marzo 50% por inmuebles, y mediante la adquisición se tome el control de la sociedad por el adquirente.

En estos supuestos, la transmisión queda sujeta a TPO, siendo la base imponible el valor real de los bienes inmuebles subyacentes.

-Las operaciones de constitución, aumento o disminución de capital en las sociedades de garantía recíproca.

-Beneficios fiscales a las cooperativas.

-Beneficios fiscales a las explotaciones agrarias reguladas por la ley de 4 de julio de 1995.

-Beneficios fiscales para las sociedades laborales: se aplica una bonificación del 99% de la cuota, para adquisiciones de bienes y derechos provenientes de la empresa de la que proceden la mayoría de los trabajadores.

d) por razones de política internacional: las concedidas por tratados o convenios internacionales ratificados por España.

e) por razones de política territorial: las concedidas a Ceuta y Melilla.

Por último, y ello que se refiere a transmisiones vinculadas a sociedades conyugales, la exención se extiende a:

1. Las aportaciones de bienes y derechos verificados por los cónyuges a la sociedad.

2. Las adjudicaciones que a su favor y en pago de las mismas, se verifiquen a su disolución, y las transmisiones que por tal causa se hagan a los cónyuges en pago de su haber de gananciales. La doctrina también lo entiende aplicable al régimen de participación y al de separación de bienes.

EXENCIONES IMPROPIAS.


Consideramos como tales a aquéllas que, más que exención en sentido estricto, son casos de actos no sujetos porque:

1º. No se dan entre ellos los requisitos señalados por la ley para tributar, o

2º. Porque de sujetarlos, estaríamos ante un supuesto de doble imposición.

Señalaremos, por considerarlas más importantes:

a) las transmisiones que resulten del retracto legal, cuando el adquirente contra el que se ejercite  hubiese satisfecho el impuesto.

b) las transmisiones y demás actos y contratos, cuando tenga por objeto exclusivo salvar la ineficacia de otros anteriores por los que se hubiese satisfecho el impuesto y estuviesen afectados de vicio que implique inexistencia o nulidad.
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ÁMBITO TERRITORIAL DEL IMPUESTO. REGÍMENES TERRITORIALES ESPECIALES. SUJETO PASIVO. RESPONSABLES SUBSIDIARIOS.

I. ÁMBITO TERRITORIAL DEL IMPUESTO. REGÍMENES TERRITORIALES ESPECIALES.


El legislador, respecto de los hechos imponibles que tributan en España, manifiesta que el impuesto se exigirá a:

a) las TPO de bienes y derechos que estén situados, puedan ejercitarse o hayan de cumplirse en territorio español, o en territorio extranjero si el obligado al pago del impuesto es residente en España.

b) las OS realizadas por entidades que tengan en España la sede de dirección efectiva o, en su defecto, su domicilio social (siempre que, en este último caso, la sede de dirección efectiva no se encuentre situada en un Estado miembro de la UE o, estándolo, dicho Estado no grave la operación societaria con impuesto similar).

Por otra parte, el artículo 20, también sujeta al impuesto las operaciones realizadas por entidades que no se encuentren situadas en territorio español, pero que actúen a través de sucursales o establecimientos permanentes situados en nuestro país.

c) en cuanto a los AJD, se adopta un doble criterio: lugar de la formalización y producción de efectos, de forma que resultan sujetos los formalizados en España y los que, habiéndose formalizado en el extranjero, surtan cualquier efecto, jurídico o económico, en España.

Evidentemente, quedan sujetos los documentos notariales que sean susceptibles de inscripción en Registros de la Propiedad, Mercantiles, de la Propiedad Industrial o cualquier otro que radique en España, con independencia del lugar de la formalización.


Como ya señalábamos, este impuesto está cedido a las CCAA, en los términos establecidos en la ley de 27 de diciembre de 2001. El rendimiento se cede a las mismas, haciéndose cargo, por delegación del Estado, de:

-la gestión

-la liquidación

-recaudación

-inspección y

-revisión en vía administrativa.


También pueden asumir determinadas competencias normativas. Así, pueden regular el tipo de gravamen de la mayoría de los conceptos sujetos a transmisiones patrimoniales onerosas y de la modalidad de actos jurídicos documentados documentos notariales, deducciones y bonificaciones en la cuota, y aspectos de gestión y liquidación (pueden aprobar por ejemplo, sus propios modelos de autoliquidación).


Además, hay que tener en cuenta que en el País Vasco, cada Diputación Foral tiene su propia norma reguladora del impuesto; Navarra también cuenta con norma propia distinta del Estado.

PUNTOS DE CONEXIÓN.

1. Bienes inmuebles y derechos reales constituidos sobre los mismos: lugar donde radiquen.

2. Bienes muebles, semovientes y créditos:

-residencia habitual: si es persona física.

-domicilio fiscal: si es persona jurídica.

3. Transmisión de valores: lugar donde se formalice la operación.

4. Constitución de hipoteca mobiliaria, prenda sin desplazamiento, buques y aeronaves, así como las anotaciones: CCAA donde hayan de inscribirse de tales operaciones.

5. Concesiones administrativas o equiparados, ejecución de obras o prestación de servicios: lugar donde radiquen, se ejecuten o presten los mismos.

6. Constitución de préstamos simples, fianzas, arrendamientos no inmobiliarios y pensiones:

-Residencia habitual: si es persona física.

-Domicilio fiscal: si es persona jurídica.

7. Letras de cambio, y documentos que suplan a los mismos o realicen funciones de giro, así como pagar es, bonos, obligaciones, y títulos análogos: se atenderá al lugar donde se formalice la operación. Si la emisión o el libramiento se producen en el extranjero, se atenderá a la residencia habitual o el domicilio fiscal del primer tenedor o titular en España.

II. SUJETO PASIVO.


Hay que distinguir entre:

A) TPO.

Habrá que atender al tipo de transmisión para conocer a la persona obligada al pago del impuesto.

-En las transmisiones de bienes y derechos de todas clases: el adquirente.

-En los expedientes de dominio, actas de notoriedad, actas complementarias de documentos públicos y certificaciones a las que se refiere el artículo 206 LH: la persona que los promueva, y en los reconocimientos de dominio hechos a favor de persona determinada: esa persona.

-En la constitución de derechos reales: la persona a cuyo favor se constituye.

-En la constitución de préstamos: el prestatario.

-En las fianzas: el acreedor afianzado.

-En los arrendamientos: el arrendatario.

-En las pensiones: el pensionista.

-En las concesiones administrativas: el concesionario.

B) En las OS:

-En la constitución,  aumento de capital, fusión, escisión, traslado de la sede de dirección efectiva, y en las aportaciones de los socios para reponer pérdidas: la sociedad.

-En la disolución, reducción del capital social: los socios, copropietarios, comuneros o partícipes, por los bienes y derechos recibidos.

C) En  AJD:

-En los documentos notariales: el adquirente del bien o derecho y, en su defecto, quienes insten o soliciten el documento o aquéllos en cuyo interés se expide.

-En los documentos mercantiles: el librador, salvo que la letra de cambio se hubiese expedido en el extranjero, en cuyo caso será el primer tenedor en España.

En los demás documentos: las personas o entidades que los expidan.

-En las grandezas, títulos nobiliarios, y demás documentos administrativos: sus beneficiarios.

-En las anotaciones: quien las solicite.

III. RESPONSABLES SUBSIDIARIOS.


La regla general, conforme a la LGT, es la subsidiariedad salvo que expresamente se declare la responsabilidad solidaria.


El artículo 36 de la ley se ocupa de estos sujetos.

a) en la constitución de préstamos, el prestamista, si percibiera total o parcialmente, los intereses, el capital o la cosa prestada, sin haber exigido al prestatario justificación de haber satisfecho impuesto.

b) en la constitución de arrendamientos, el arrendador, si hubiese percibido el primer plazo de renta sin exigir al arrendatario igual justificación.

c) el funcionario que autorizase el cambio de sujeto pasivo de cualquier tributo estatal, autonómico, o local, cuando tal cambio suponga, directa o indirectamente, una transmisión gravada por el impuesto y no hubiese exigido previamente la justificación del mismo.

En las OS, serán subsidiariamente responsables: los promotores, administradores o liquidadores de las mismas, siempre que se hubiesen hecho cargo del capital aportado o hubiesen entregado los bienes.

En los AJD, responde subsidiariamente, toda persona o entidad que intervenga en la negociación o cobro de los efectos mercantiles.
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REGLAS GENERALES DE LIQUIDACIÓN Y EXACCIÓN DEL IMPUESTO DE TRANSMISIONES PATRIMONIALES. AFECCIÓN DE BIENES AL PAGO DEL IMPUESTO. NORMAS APLICABLES A LOS CONTRATOS CONDICIONALES, ANULADOS Y RESCINDIDOS.

I. REGLAS GENERALES DE LIQUIDACIÓN Y EXACCIÓN DEL IMPUESTO DE TRANSMISIONES PATRIMONIALES.


La liquidación, es un proceso administrativo a través del cual se fijan los elementos (hecho imponible, base imponible, sujeto pasivo etc.), que determinan la deuda tributaria. Finaliza con un acto administrativo, también denominado liquidación, que no es constitutivo sino simplemente declarativo del importe de la deuda.


La liquidación puede ser realizada por la Administración o por el sujeto pasivo (autoliquidación) aún que en este último caso no es un acto administrativo.


La exacción es la posterior recaudación de la de la tributaria liquidada.

Normativa aplicable:
-LGT de 17 de diciembre 2003.

-LITPyAJD de 24 de septiembre 1993 y Reglamento de mayo de 1995.

-LMFCCAA de 27 de diciembre 2001.


En los artículos 2 y 3 de la ley, se establecen una serie de reglas comunes.

a) principio de calificación.

El impuesto se exige con arreglo a la verdadera naturaleza jurídica del acto o contrato liquidable, con independencia de la denominación dada por las partes y de los defectos que puedan afectar a su validez y eficacia. Esto último ha sido matizado por el Tribunal Supremo, exigiendo, para que se entienda producido el hecho imponible, la concurrencia de los elementos esenciales del negocio (STS 2 enero 1992).

b) principio de calificación de los bienes.

Se distingue entre bienes muebles e inmuebles, atendiendo a lo que dispone el CC o, en su defecto, el derecho administrativo.

Si el acto o contrato están sometidos a condición suspensiva, no se liquida el impuesto hasta que ésta se cumpla, haciéndose constar el aplazamiento en la inscripción de los bienes en el registro público correspondiente.

Si la condición es resolutoria, se exigirá el impuesto en ese momento, sin perjuicio de que, si no se cumple, se proceda a devolución.

c) prohibición de la doble imposición.

Un mismo acto o contrato no puede tributar por dos o más modalidades del impuesto, con la excepción de la cuota fija de AJD en documentos notariales. Toda excepción a este principio tiene que ser establecida por ley, no siendo suficiente que se haga por vía reglamentaria (STS 3 Nov. 1997).

d) en consideración a lo anterior, si un documento contiene varios hechos imponibles, se debe exigir el impuesto por cada uno de ellos.


El impuesto será objeto de autoliquidación, con carácter general, por el sujeto pasivo. Deberá presentarse ante los órganos competentes de la Administración Tributaria, la autoliquidación del impuesto, extendida en el modelo de impreso aprobado, y a la misma se acompañará la copia  auténtica del documento notarial, judicial o administrativo en que conste el acto que origine el tributo y una copia simple del mismo. Cuando se trate de documentos privados, éstos se presentarán por duplicado original y copia, junto con el impreso de declaración-liquidación.

El modelo de autoliquidación general es el modelo 600. No obstante, en caso de compraventa de medios de transporte usados entre particulares, el modelo es el 620.

El plazo de presentación será de 30 días hábiles contados desde el momento en que se cause el acto o contrato.

II. AFECCIÓN DE LOS BIENES AL PAGO DEL IMPUESTO.


El artículo 5 de la ley establece una garantía para el cobro de la deuda tributaria, aunque esos bienes hayan pasado a terceros ajenos a esa deuda.

a) los bienes y derechos transmisibles quedarán afectos, cualquiera que sea su poseedor, al pago de los impuestos que graven tales transmisiones, salvo que aquél resulte ser un tercero protegido por el artículo 34 LH, o que justifique la adquisición de los bienes con buena fe y justo título en establecimiento mercantil o industrial, en el caso de los bienes muebles no inscribibles.

b) los Notarios harán la oportuna advertencia. No se considerará protegido el tercero por la fe pública registral cuando en el registro conste expresamente la afección.

c) siempre que la ley conceda una exención o reducción, cuya efectividad dependa del ulterior cumplimiento de algún requisito por el contribuyente, la oficina liquidadora hará figurar, en la nota en que el beneficio fiscal se haga constar, el total importe de la liquidación que hubiera debido girar, de no mediar tal exención o reducción.

Los Registradores de la Propiedad o Mercantiles, harán constar, por nota marginal, la afección de los bienes transmitidos al pago del impuesto, en el caso de no cumplirse dentro de plazo, los requisitos exigidos para gozar de dicho beneficio.

d) Igualmente, harán constar por nota marginal, en el caso de desmembración del dominio, la afección de los bienes al pago de la liquidación que proceda por la extinción del usufructo, a cuyo efecto, las oficinas liquidadoras consignarán la que provisionalmente procediera  según la base y tipos aplicables en el momento de la constitución del usufructo.

En el caso de autoliquidación, los Registradores de la Propiedad y Mercantiles harán constar, por medio de nota al margen de la inscripción, la afección de los bienes al pago de la liquidación complementaria que proceda, expresando el importe de lo satisfecho, salvo en el caso de exención o no sujeción.

III. NORMAS APLICABLES A LOS CONTRATOS CONDICIONALES, ANULADOS Y RESCINDIDOS.

CONTRATOS CONDICIONALES.


El artículo 5 distingue si la condición es suspensiva o resolutoria, como antes señalábamos.


Debe resaltarse que, aunque la calificación se realiza conforme a las normas civiles, se considerarán como condiciones resolutorias y no suspensivas, los siguientes supuestos:

-El pacto de reserva de dominio.

-La subordinación de la transmisión a la obtención de licencias y autorizaciones, si bien el precepto en este punto, ha sido dejado nulo por STS 5 Dic. 1998, por considerar que es condición suspensiva y no resolutoria.

CONTRATOS RESUELTOS, ANULADOS Y RESCINDIDOS.


De acuerdo con artículo 57 de la ley y correlativos del reglamento, el derecho de devolución queda condicionado a los siguientes requisitos:

1. Es imprescindible la correspondiente resolución judicial o administrativa firme, que declare o reconozca haber tenido lugar la nulidad, rescisión o resolución del acto o contrato.

Hay que tener en cuenta que se estima como acto sujeto (y por tanto, no da derecho a la devolución), la aveniencia en el acto de conciliación, el allanamiento a la demanda o cualquier acto que implique mutuo acuerdo.

2. Es preciso que la causa de la resolución, nulidad o rescisión, no sea imputable al sujeto pasivo.

3. Es necesario que no haya obtenido lucro. La ley se remite, para la justificación de esta circunstancia, al artículo 1259 CC (que exige la devolución de las recíprocas contraprestaciones).

4. Plazo para reclamar la devolución: cuatro años, desde que quedó firme la resolución judicial o administrativa.

5. Si el acto o contrato ha producido efectos lucrativos, se rectifica la liquidación practicada, haciéndose otra es la que se toma como base el valor del usufructo temporal de los bienes y derechos, reembolsándose la diferencia entre una y otra.

6. Aunque no haya habido efecto lucrativo, si la nulidad, rescisión o resolución, se produce por incumplimiento de las obligaciones del contribuyente, no hay devolución.

7. Cuando en la compraventa contacto de retro, se ejercite la retrocesión, no habrá lugar a la devolución del impuesto satisfecho.

Por último, hay que tener en cuenta que, la normativa aplicable a las devoluciones en las CCAA que tengan cedido el impuesto, será la que resulte aplicable conforme a la ley 27 Dic. 2001.
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LA BASE LIQUIDABLE. MEDIOS DE COMPROBACIÓN ORDINARIOS Y EXTRAORDINARIOS. COMPROBACIÓN OBLIGATORIA Y FACULTATIVA. EL EXPEDIENTE DE COMPROBACIÓN DE VALORES. PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN COMPROBATORIA.

I. LA BASE LIQUIDABLE.


La LGT, establece que la base liquidable es el resultado de practicar, en su caso, en la base imponible, las reducciones que señala la ley de cada tributo.


La ley y el reglamento del ITPyAJD, señalan las siguientes reglas para su determinación:

a) la base imponible es el valor real de los bienes y derechos transmitidos (es decir, el valor obtenido por la Administración en cada caso, aplicando a su elección, cualquiera de los medios de comprobación establecidos en la LGT).

b) la base liquidable se obtiene deduciendo de la base imponible, las cargas o gravámenes que recaigan directamente sobre dichos bienes y derechos, y que disminuyan realmente su valor, como por ejemplo las rentas, pensiones o censos.

II. MEDIOS DE COMPROBACIÓN ORDINARIOS Y EXTRAORDINARIOS.


El artículo 46 de la ley, se remite a lo dispuesto en la LGT. Los medios previstos en el artículo 57 de la LGT, son los siguientes:

a) capitalización o imputación de rendimientos al porcentaje de la ley de cada tributo señale.

b) estimación por referencia a los valores que figuren en los registros oficiales de carácter fiscal.

c) precios medios en el mercado.

d) cotizaciones en mercados nacionales e internacionales.

e) dictamen de peritos de la Administración.

f) cualquier otro medio que la ley de cada tributo señale.

Todos estos, son medios de comprobación ordinarios. El medio extraordinario es la tasación pericial contradictoria.

Se trata del procedimiento previsto, bien para confirmar, bien para corregir el resultado de una previa comprobación de valores efectuada por la Administración. Este procedimiento se caracteriza por lo siguiente:

-No podrá instarse hasta el momento en que se pueda interponer el primer recurso frente a la liquidación en la que se emplea el valor sobre el que no está de acuerdo el interesado.

-El obligado tributario podrá reservarse el derecho a instar la tasación pericial contradictoria, cuando estime que la notificación de la liquidación no está suficientemente motivada, y denuncie dicha omisión en un recurso de reposición o en una reclamación económico-administrativa.

-En el procedimiento de tasación pericial contradictoria, el interesado deberá aportar la valoración realizada por su propio perito. En caso de que la valoración de la Administración no haya sido realizada por sus propios peritos, deberá procederse a practicar la misma por parte de las citadas personas. Si la diferencia entre el valor determinado por el perito de la Administración y la tasación practicada por el perito designado por el obligado tributario, considerada en valores absolutos, es igual o superior a 120.000 € y al 10% de dicha tasación, esta última servirá de base para liquidación. Si la diferencia es superior, deberá designarse un tercer perito. La valoración de tercer perito prevalecerá siempre, sirviendo de base a la liquidación que proceda, pero dentro de dos límites: el valor declarado y el valor comprobado inicialmente por la administración tributaria.

Ejemplo: supongamos que el valor declarado por el obligado tributario es de un millón de euros, mientras que el valor comprobado por la Administración asciende a 1.200.000 €.

El tercer perito aporta las siguientes valoraciones:

a) 1.250.000 €.

b) 900.000 €.

a) el valor que se tomará para liquidar, será el comprobado por la Administración (1.200.000 €).

b) el valor que se tomará para liquidar, será el declarado por el contribuyente.

Existe también un procedimiento de comprobación limitado, regulado en los artículos 136 a 140 LGT. Se inicia, en todo caso, de oficio.

En este procedimiento, se pueden realizar únicamente las siguientes comprobaciones:

-Examen de los datos consignados por los obligados tributarios en sus declaraciones y de los justificantes presentados o que se requieran al efecto.

-Examen de los datos y antecedentes en poder de la Administración Tributaria.

-Examen de los registros y demás documentos exigidos por la normativa tributaria y de cualquier otro libro, registro o documento de carácter oficial, con excepción de la contabilidad mercantil, así como el examen de las facturas o documentos que sirvan de justificante de las operaciones incluidas en dichos libros, registros o documentos.

-Requerimientos a terceros para que aporten la información que se encuentren obligados a suministrar con carácter general, o para que la ratifiquen mediante la presentación de los correspondientes justificantes.

III. COMPROBACIÓN OBLIGATORIA Y FACULTATIVA.


Con carácter general, la comprobación de valores por la Administración es facultativa, si bien es cierto que podrá comprobar el valor real de los bienes y derechos transmitidos o, en su caso, de la operación societaria o del acto jurídico documentado, cuando estime que dicho valor real no coincide con el declarado por el contribuyente. Junto a ello, existen reglas especiales que establecen la comprobación obligatoria:

a) en la transmisión de bienes o derechos con claúsula de retrocesión, en la transmisión del derecho de retraer, y en el ejercicio del derecho de retracto.

b) en las operaciones societarias que impliquen aportaciones, o entrega de bienes o derechos a los socios.

Supuestos en que está excluida la comprobación de valores:

a) las transmisiones en pública subasta.

b) las transmisiones sujetas a precios máximos de venta, como las viviendas de protección oficial, según consolidada jurisprudencia de Tribunal Supremo.

c) las adquisiciones realizadas en procedimientos expropiatorios (STS 8 de julio 1983).

IV. EL EXPEDIENTE DE COMPROBACIÓN DE VALORES.


Podemos señalar unos mínimos aplicables a toda comprobación de valores:

-la indicación del medio de comprobación empleado.

-La firma, nombre y apellidos, del funcionario titular del órgano tributario que realiza la comprobación.

-En su caso, la firma, nombre y apellidos y la titulación del funcionario que realiza la comprobación, a fin de poder apreciar si tiene suficiente aptitud.

-La justificación del valor comprobado obtenido. Serán insuficientes las motivaciones genéricas y no individualizadas, según doctrina de Tribunal Supremo (por ejemplo, sentencia 28 de julio de 1993).

La falta de motivación o la motivación insuficiente, determinan la nulidad de la comprobación de valores y, consiguientemente, de las liquidaciones complementarias y actos subsiguientes. Nulidad que, según la doctrina del TEAC, constituye un supuesto de nulidad relativa.

-La incoación del expediente está cedida a las CCAA.

V. PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN COMPROBATORIA.


La LGT establece un plazo de cuatro años, que se contará desde que concluya el plazo de presentación de documentos relativos al hecho imponible (que es de 30 días).


La prescripción se interrumpirá:

-Por la presentación de recurso.

-Por cualquier acto del sujeto pasivo dirigido al pago de la deuda.

-Por cualquier acción administrativa, realizada con conocimiento formal del sujeto pasivo, conducente al reconocimiento, regulación, inspección, aseguramiento, comprobación, liquidación y recaudación del impuesto.


La ley establece como regla especial que, a los aspectos de la prescripción, en los documentos que deben presentarse a liquidación se presumirá que la fecha de los privados, es la de su presentación, a menos que con anterioridad concurra cualquiera de las circunstancias previstas en el artículo 1227 CC, en cuyo caso se computara la fecha de la incorporación, inscripción, fallecimiento o entrega, respectivamente.


En los contratos no reflejados documentalmente, se presumirá, a iguales efectos, que su fecha es la del día en que los interesados presenten la liquidación.
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I. COMPETENCIA DE LAS OFICINAS LIQUIDADORAS.


Este impuesto está cedido a las CCAA, en los términos concretados en la ley de 27 de diciembre 2001. En lo no previsto en la misma, se aplicará la ley estatal.


El artículo 56.1 de la ley, atribuye la competencia para la gestión y liquidación a las Delegaciones y Administraciones de la Agencia Estatal de Administración Tributaria y, en su caso, a las oficinas con análogas funciones de las CCAA que tengan cedida  la gestión del impuesto.

CRITERIOS DE ATRIBUCIÓN.

1. AJD: será competente la oficina en cuya circunscripción radique el registro en el que debería procederse a la inscripción o anotación de los bienes y derechos de mayor valor.

2. OS: la oficina en cuya circunscripción radique el domicilio fiscal de entidad.

3. TP

a) transmisiones y arrendamientos de bienes inmuebles, constitución y cesión de derechos reales sobre los mismos: será competente la oficina correspondiente al territorio en el que radiquen los inmuebles de mayor valor según IP.

b) constitución de hipoteca mobiliaria y prenda sin desplazamiento, así como los actos relativos a buques y aeronaves: será competente la oficina en cuya circunscripción radique el registro en que tales actos hayan de ser inscritos.

c) transmisión de bienes muebles, semovientes y créditos:

-Oficina correspondiente a la residencia habitual, si es persona física.

-Oficina correspondiente al domicilio fiscal, si es persona jurídica.

d) transmisión de valores: oficina correspondiente al territorio donde se formalice la operación.

e) concesiones administrativas de bienes, realización de actividades, prestación de servicios: oficina del lugar donde radiquen, se realicen o se presten.

f) préstamos simples, fianzas, arrendamientos no inmobiliarios y pensiones:

-Residencia habitual, si es persona física.

-Domicilio fiscal, si es jurídica.

g) anotaciones preventivas de embargo: lugar de la expedición.

Cuando resulta ser aplicable más de una regla de las enumeradas anteriormente, prevalecerá la competencia de la oficina correspondiente al acto o contrato de mayor valor.

Cuando la competencia no pueda resolverse conforme a las reglas anteriores, se determinará por el lugar del otorgamiento del correspondiente documento.

II. PLAZOS DE PRESENTACIÓN.


Será de 30 días hábiles contados desde el momento en que se produjo el hecho imponible (desde el momento del devengo).


El presentador del documento tendrá, por el solo hecho de la presentación, el carácter de mandatario de los obligados al pago del impuesto, y todas las notificaciones que se le hagan en relación con el documento que haya presentado, así como las diligencias que suscriba, tendrán el mismo valor y producirán iguales efectos que si se hubieran entendido con los propios interesados (art. 56.4 de la ley).


La presentación fuera de plazo, está sancionada con una multa pecuniaria.

III. LIQUIDACIÓN Y PAGO: FORMA Y  PLAZOS EN RÉGIMEN GENERAL DE AUTOLIQUIDACIÓN.

La liquidación puede realizarse:

a) por la Administración: una vez hecha, se notifica al sujeto pasivo para que efectúe el pago en los plazos fijados en el RGR. Estos plazos son:

-Las notificadas entre los días 1 y 15 de cada mes: desde la fecha de la notificación hasta el día 5 del mes siguiente o el inmediato hábil posterior.

-Las notificadas entre los días 16 y último de cada mes: desde el día de la notificación hasta el día 20 del mes siguiente o inmediato hábil posterior.

b) modernamente, el sistema empleado es el autoliquidación. La autoliquidación debe realizarse en el modelo de impreso oficial y adjuntarse  la siguiente documentación complementaria, según el tipo de documento que contenga el hecho imponible:

-Documento público: copia auténtica del mismo y copia simple.

-Documento privado: original y copia.

-Hechos imponibles no documentados: declaración escrita sustitutiva.

En cuanto al plazo, será de 30 días hábiles desde el devengo, plazo que es aplicable tanto al pago como a la presentación.

Por lo que se refiere a aplazamientos y fraccionamientos, se aplicará la normativa general del RGR, si bien el artículo 113 del reglamento contiene una especialidad: las oficinas liquidadoras podrán acordar el fraccionamiento del pago en tres anualidades como máximo, de las liquidaciones giradas en razón de la adquisición de viviendas destinadas a domicilio habitual y permanente del sujeto pasivo y cuya superficie útil no exceda de 120 m².

En todo caso, la Administración examinará las autoliquidaciones efectuadas y si procediere, practicará las liquidaciones complementarias que fuesen necesarias, que habrán de ser notificadas a los interesados para el pago correspondiente.

IV. LAS SANCIONES POR MOROSIDAD EN LA PRESENTACIÓN Y EN EL PAGO.


El interés de demora, se exigirá sobre el importe no ingresado en plazo o sobre la cuantía de la devolución cobrada improcedentemente, resultando exigible durante el tiempo al que se extienda el retraso del obligado en los siguientes supuestos:

-Cuando finalice el plazo establecido para el pago en periodo voluntario de una deuda resultante de la liquidación practicada por la Administración o del importe de una sanción, sin que el ingreso se hubiera efectuado.

-Cuando finalice el plazo establecido para la presentación de una autoliquidación o declaración, sin que hubiera sido presentada o hubiese sido presentada incorrectamente, salvo lo dispuesto en artículo 27. 2 de la LGT relativo a la presentación de declaraciones extemporáneas sin requerimiento previo.

-Cuando se suspenda la ejecución del acto, salvo en el supuesto de recursos y reclamaciones contra sanciones, durante el tiempo que transcurra hasta la finalización del plazo de pago en periodo voluntario abierto por la notificación de la resolución que ponga fin a la vía administrativa.

-Cuando se inicie el período ejecutivo, salvo lo dispuesto en el artículo 28.5 de la LGT, respecto a los intereses de demora cuando sea exigible el recargo ejecutivo o el recargo de apremio reducido.

-Cuando el obligado tributario haya o tenido una devolución improcedente.

El interés de demora, será el interés legal del dinero vigente a lo largo del periodo en el que aquél resulte exigible, incrementado en un 25% salvo que la LPGE establezca otro diferente.

Los recargos por declaración extemporánea.


Se definen por el artículo 27.1 de la LGT, como las prestaciones accesorias que deben satisfacer los obligados tributarios como consecuencia de la presentación de autoliquidaciones o declaraciones fuera de plazo, sin requerimiento previo de la Administración tributaria.

Los recargos exigibles son los siguientes:

-5%, cuando se presente la autoliquidación dentro de los tres meses siguientes a la finalización del plazo voluntario para la presentación e ingreso.

-10%, cuando se presente la autoliquidación dentro de los seis meses siguientes a la finalización del plazo voluntario para la presentación e ingreso.

-15%, cuando se presente la autoliquidación dentro de los 12 meses siguientes a la finalización del plazo voluntario para la presentación e ingreso.

En ninguno de estos tres casos, serán exigibles ni intereses de demora ni sanciones.

-20%, cuando se presente la autoliquidación después de los 12 meses siguientes a la finalización del plazo voluntario para la presentación e ingreso. En este último caso serán exigibles, intereses de demora por el periodo comprendido desde los 12 meses siguientes a la finalización del plazo voluntario para la presentación e ingreso, y el momento en que se presente la declaración y se practique el ingreso correspondiente. Tampoco será exigible sanción alguna.

Recargos del período ejecutivo.


Los recargos del período ejecutivo son tres, siendo incompatibles entre ellos:

a) el recargo ejecutivo: es de 5% y se aplicará cuando se satisfaga la totalidad de la deuda no ingresada en periodo voluntario antes de la notificación de la providencia de apremio.

b) el recargo de apremio reducido: es el 10%, y se aplicara cuando se satisfaga la totalidad de la deuda no ingresado en periodo voluntario y el propio recargo, antes de la finalización del plazo previsto el artículo 62.5 de la ley para las deudas apremiadas.

c) el recargo de apremio ordinario: es el 20%, y será aplicable cuando no concurran las circunstancias necesarias para aplicación de cualquiera de los dos recargos anteriores.

V. LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN LIQUIDADORA.


La prescripción de la obligación tributaria, dada la remisión que realiza la ley, se regula en los artículos 66 a 70 de la LGT, estableciéndose que prescribe a los cuatro años el derecho de la Administración para exigir el pago de las deudas tributarias liquidadas y autoliquidadas, contándose desde el día siguiente a aquél en que finalice el plazo del pago en periodo voluntario. El artículo 67. 2, dispone que el plazo de prescripción para exigir la obligación de pago a los responsables solidarios comenzara a contarse desde el día siguiente a la finalización del plazo de pago en periodo voluntario del deudor principal.


Dicha prescripción se interrumpirá:

-Por cualquier acción de la Administración tributaria, realizada con conocimiento formal del obligado tributario, dirigida de forma efectiva a la recaudación de la deuda tributaria.

-Por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase, por las actuaciones realizadas con conocimiento formal del obligado en el curso de dichas reclamaciones o recursos, por la declaración del concurso del deudor o por el ejercicio de acciones civiles o penales dirigidas al cobro de la deuda tributaria, así como por la recepción de la comunicación de un órgano jurisdiccional en la que se ordene la paralización del procedimiento administrativo en curso.

-Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario conducente al pago o extinción de la deuda tributaria.

Tratándose de documentos privados, se presumirá que su fecha es la de su presentación, a menos que con anterioridad concurra cualquiera de las circunstancias previstas en el artículo 1227 CC, en cuyo caso se computará desde la fecha de la incorporación, inscripción, fallecimiento o entrega, respectivamente.


En los contratos no reflejados documentalmente, se presumirá que su fecha es el día en que los interesados hagan la correspondiente declaración.
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LIQUIDACIÓN DE LA COMPRAVENTA Y DE LOS ACTOS QUE FISCALMENTE ESTÁN EQUIPARADOS A ELLA. COMPRAVENTAS EXENTAS. ADJUDICACIONES EN PAGO Y PARA PAGO DE DEUDAS. BASE LIQUIDABLE EN TODOS ESTOS ACTOS: DEDUCCIÓN DE CARGAS. TIPOS APLICABLES SEGÚN SE TRATE DE TRANSMISIÓN DE MUEBLES E INMUEBLES.

I. LIQUIDACIÓN DE LA COMPRAVENTA Y DE LOS ACTOS QUE FISCALMENTE ESTÁN EQUIPARADOS A ELLA.

La compraventa es el contrato traslativo oneroso por excelencia, y como tal, queda sujeto a la modalidad de TPO, siempre que no resulte "no sujeta", como ocurre fundamentalmente en los casos de sujeción y no exención en el IVA en la compraventa de bienes inmuebles.


La otra vía usual de transmisión sujeta al impuesto es la cesión de derechos.


El legislador fiscal, a los efectos de la liquidación y pago del impuesto, equipara a la compraventa y a la cesión de derechos, otros actos y contratos.

a) Se equiparan a la compraventa:
-las adjudicaciones en pago, para pago de deudas y adjudicaciones expresas en pago de asunción de deudas.

-Los excesos de adjudicación declarados, salvo los que surjan de dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 821,829, 1056. 2, 1056. 1 CC, y disposiciones de Derecho foral basadas en el mismo fundamento.

-Los expedientes de dominio, actas de notoriedad, actas complementarias de documentos públicos a que se refiere el título sexto LH, y las certificaciones a que se refiere el artículo 206 LH.

-Los reconocimientos de dominio a favor de persona determinada.

b) se equiparan a la cesión: la subrogación en los derechos del acreedor prendario, hipotecario o anticrético.


Por último, decir, como ya señalábamos al principio del tema, que no están sujetas al concepto de transmisiones onerosas, las operaciones anteriores, cuando sean realizadas por empresarios o profesionales en el ejercicio de su actividad empresarial o profesional, y, en cualquier caso, cuando constituyan entregas de bienes o prestaciones de servicios sujetas a IVA.

II. COMPRAVENTAS EXENTAS.


Las exenciones aplicables a las modalidades de transmisiones patrimoniales onerosas, son objeto de estudio detallado en el tema 13, por lo que además de las objetivas allí señaladas destacar, conforme al artículo 45.I.B de la ley:

a) compraventas derivadas del ejercicio del retrato legal.

b) compraventas derivadas del régimen de viviendas de protección oficial (en el tema 13 se desarrolla este punto con mayor profundidad).

c) compraventas de edificaciones por empresas de arrendamientos financieros (también nos ocupamos de ellas en el tema 13).

d) compraventas de vehículos usados.

e) compraventas derivadas del régimen especial de cooperativas.

f) compraventas a las que le sean de aplicación los beneficios fiscales de la ley 19/1995 de 4 de julio (LMEA).

g) compraventas de valores en los términos del artículo 108 LMV.

Exenciones impropias.


Realmente, son supuestos de no sujeción porque, no reúnen los requisitos señalados por la ley para tributar o, porque si quedasen sujetos, nos encontraríamos ante el supuesto de doble imposición.

III. ADJUDICACIONES EN PAGO, PARA PAGO DE DEUDAS Y ADJUDICACIONES EXPRESAS EN PAGO DE ASUNCIÓN DE DEUDAS.

1. ADJUDICACIONES EN PAGO.


Se trata de un contrato bilateral, por el que el deudor cede al acreedor determinados bienes que le pertenecen (y que son distintos de los debidos), para saldar una deuda, previa conformidad del acreedor.

El resultado económico que se tiene es el mismo que la compraventa: adquisición de un bien a cambio de un precio, que en este caso viene representado por el importe de la deuda.

2. ADJUDICACIONES PARA PAGO.


La adjudicación para pago implica una relación trilateral:

-deudor

-acreedor

-la persona a quien se transmiten los bienes o derechos por el primero para que con ellos o con su importe, pague al segundo.


Se trata de un negocio fiduciario, por el que una persona recibe un bien o derecho con el encargo de proceder con el mismo o con el producto de su venta, al pago de una deuda.

Ante este hecho, la ley somete a gravamen la primera transmisión al adjudicatario, como si de una compraventa se tratase, pero sin perder de vista el fin último de la operación, que es el pago de la deuda. Por esto, cuando el adjudicatario de los bienes acredite haber trasmitido al acreedor en pago de su crédito, dentro del plazo de dos años, los mismos bienes o derechos que le fueron adjudicados, o justifique haberlos trasmitido a un tercero para ese objeto, dentro del mismo plazo, podrá exigir la devolución del impuesto satisfecho por la adjudicación, excepto el caso de que el adjudicatario sea el propio acreedor, supuesto en el que no procedería la devolución.

3. ADJUDICACIÓN EXPRESA EN PAGO DE ASUNCIÓN DE DEUDAS.


Existe una transmisión conjunta de bienes y deudas, sirviendo los bienes de contraprestación del adjudicante por las deudas asumidas por el adjudicatario.

IV. BASE LIQUIDABLE EN TODOS ESTOS ACTOS: DEDUCCIÓN DE CARGAS.


Son deducibles, conforme al artículo 10, las cargas que disminuyan el valor real de los bienes por concurrir los siguientes requisitos:

-Que teniendo naturaleza perpetua, temporal o redimible, afecten a los bienes.

-Aparezcan directamente establecidos sobre los mismos.


Ha de tratase pues, de cargas de carácter real, como los censos o pensiones. Realmente, más que de cargas deducibles, habría que hablar de cargas que representen una minoración del valor del bien trasmitido. Por eso quedan excluidas, por ejemplo: las hipotecas y prendas. No son deducibles, las cargas que constituyan una obligación personal del adquirente.


El valor real será, en principio, el declarado por las partes, si bien la Administración podrá comprobarlo por los medios establecidos en la LGT.

-Si el declarado es mayor que el comprobado: aquél será la base imponible.

-Si el comprobado es mayor que el declarado: aquél será la base imponible, sin perjuicio de la liquidación complementaria.

Dada la dificultad de averiguar en muchas ocasiones, su importe, las CCAA, en relación a los inmuebles, tienen la obligación de informar del valor que le atribuyen a efectos fiscales.

V. TIPOS APLICABLES SEGÚN SE TRATE DE LA TRANSMISIÓN DE BIENES MUEBLES O INMUEBLES.

Conforme a la ley 27 diciembre 2001, de MFCCAA, es competencia de las CCAA. Si no los fijan, o no asumen competencias en esta materia, se aplicarán los establecidos en el artículo 11 TR.

1. Transmisión de bienes inmuebles, así como la constitución y cesión de derechos reales sobre los mismos, a excepción de los derechos reales de garantía: 6%. Muchas CCAA tienen fijado el 7% (por ejemplo: Madrid, Aragón, Murcia).

2. Transmisión de bienes muebles, semovientes, así como la constitución y cesión de derechos reales sobre los mismos, a excepción de los derechos reales de garantía: 4%. Este tipo es el general, es decir, que se aplica a todos los actos sujetos no enumerados en artículo 11 TR.

3. Constitución de derechos reales de garantía, préstamos, pensiones, fianzas, así como la cesión de créditos de cualquier naturaleza: 1%.

4. La transmisión de valores: tributará conforme a la escala establecida en el artículo 12. 3 TR (entre el 0,06 y el 14,42%). Recordar la exención del artículo 108 LMV.

5. Arrendamientos: se aplicará la tarifa fijada por las CCAA. En su defecto, se aplican las establecidas en el artículo 12. 1 TR (entre el 0,09 y el 30,77%).
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I. LIQUIDACIÓN DE LAS COMPRAVENTAS CON PACTO DE RETRO Y DE LA CESIÓN DE DERECHO DE RETRACTO
1. liquidación de las compraventas con pacto de retro.
a) no quedan sujetos al impuesto los retratos legales pues, como su nombre indica, se constituyen por ministerio de la ley, sin necesidad de pacto o convención gravable, y resultan exentas las transmisiones derivadas de su ejercicio, según establece el artículo 45.I.B TR.

b) en cuanto a los retratos convencionales, el comprador no adquiere un derecho definitivo sobre la cosa o dcho, ya que el vendedor se reserva la posibilidad de recuperar la cosa vendida. Existe pues, una adquisición de dominio resoluble para el comprador, y un derecho a retraer que se reserva el vendedor. El problema que se presenta desde el punto de vista fiscal es el de la valoración de estos derechos.

El TR en principio, valora:

-El derecho que adquiere el comprador: será de las dos terceras partes del valor comprobado de los bienes transmitidos, salvo que las partes digan que tiene un valor superior.

-El derecho a retraer que se reserva el vendedor: una tercera parte del valor de los bienes transmitidos, conforme a las reglas del apartado anterior.

Los supuestos que pueden darse son los siguientes:

a) compraventa con pacto de retro: se gira una liquidación a cargo del comprador (sujeto pasivo) sobre las dos terceras partes del valor del bien (base imponible), al tipo establecido por las comunidades autónomas que tengan cedido el impuesto (ley de 27 de diciembre de 2001). Si las comunidades autónomas no hubiesen fijado tipo o no hubieran asumido competencias en la materia, se aplicará el tipo de 6% o del 4%, según la naturaleza de los bienes, sin que haya derecho a la devolución del impuesto que satisfizo el comprador en el caso de ejercitar el vendedor la retrocesión.

b) derecho de retracto que se reserva el vendedor.

1º. Si el vendedor hace uso del derecho de retracto: se le girará una liquidación por las dos terceras partes del valor de la finca transmitida, por ser estos dos tercios los que, en virtud del derecho de retracto, recupera, salvo que el precio declarado por los interesados fuese mayor, al tipo fijado por las CCAA o, en su defecto, el 6% o el 4%.

2º. Si no ejercita el derecho de retracto y éste se extingue por el transcurso del plazo pactado: se girará una nueva liquidación a cargo del comprador, por la diferencia entre valor total de los bienes y el que ya satisfizo (tendrá que pagar el tercio restante).

3º. Si el derecho de retracto se ejercita después de vencido el plazo estipulado: se le quitará el impuesto en concepto de nueva transmisión.

2. LIQUIDACIÓN DE LA CESIÓN DEL DERECHO DE RETRACTO.


La transmisión quedará sujeta a TPO, salvo que se realice gratuitamente, en cuyo caso resultará sujeta al ISD, o que constituya una operación sujeta al IVA. Servirá de base la tercera parte del valor del bien o derecho, salvo que el declarado por los interesados fuese mayor. La liquidación se girará a cargo del adquirente.


La prórroga del plazo estipulado para el ejercicio de retracto no supone un acto sujeto a TPO, según el artículo 46. 4 del reglamento.

II LIQUIDACIÓN DE LA PROMESA DE VENTA Y DE LA OPCIÓN.


El artículo 14 de TR, sujeta a tributación por la modalidad de TPO, las promesas de venta y acciones preparatorias de transmisiones sujetas a TPO. La tributación de la promesa de venta y la opción tiene un tratamiento unitario en el precepto que comentamos, aunque ambas figuras tiene civilmente unos perfiles diferentes.

PROMESAS DE VENTA:

-No tributan ni por TPO, ni por el gravamen gradual de AJD (al no ser inscribibles) las promesas de venta preparatorias de transmisiones no sujetas a TPO, como es el caso de las transmisiones inmobiliarias sujetas y no exentas al IVA.

-Tributan por TPO, las promesas de venta preparatorias de transmisiones sujetas a TPO, como es el caso de las transmisiones inmobiliarias no sujetas a IVA o sujetas pero exentas.

OPCIONES.

-No tributan por TPO si, alternativamente, constituyen una prestación de servicios sujeta a IVA por ser realizadas por un sujeto pasivo de IVA, a título oneroso, en el ejercicio de su actividad empresarial; o, aunque no reúnan dichos requisitos, sean preparatorias de transmisiones sujetas a IVA.

-Tributan por TPO cuando, acumulativamente, no constituyen prestaciones de servicios sujetas a IVA y sean preparatorias de transmisiones sujetas a TPO.

SUJETO PASIVO: la persona a cuyo favor se hace la promesa o se constituye la opción.

BASE IMPONIBLE: las promesas y opciones de contratos sujetos al impuesto, serán equiparadas a éstos tomando si como base el precio especial convenido, y a falta de éste o si fuese menor, el 5% de la base imponible aplicable a esos contratos.

Esta equiparación que hace el texto refundido, no deja de presentar a un problema. En efecto, se plantea la cuestión de si esa equiparación es plena y comprensiva, por tanto, de posibles exenciones objetivas, o limitada sólo al tipo impositivo. El TEAC, en sentencia de 23 de septiembre de 1987, dice que es plena, por lo que se aplicarán las mismas exenciones.

TIPO IMPOSITIVO: se aplicará el correspondiente al contrato principal.

Ha de tenerse en cuenta que tienen el carácter de hechos imponibles autónomos respecto de los contratos de los que son preparatorios, por lo que la cantidad satisfecha no puede considerarse pago a cuenta de la liquidación de los contratos definitivos.

III. LIQUIDACIÓN DE LOS CONTRATOS DE PERMUTA.


La permuta tiene la consideración, a efectos del impuesto que nos ocupa, de una doble transmisión que genera, en consecuencia, dos posibles hechos imponibles. Deben tenerse en cuenta los siguientes puntos:

1º. Para determinar la sujeción a TPO, es preciso calificar separadamente cada una de las transmisiones, puesto que es perfectamente posible que una o ambas resulten sujetas y tributen por el IVA, con lo que quedarían excluidas de gravamen por TPO. Además, caso de resultar ambas sujetas a TPO, tendrá cada uno un sujeto pasivo y pueden tener una base imponible y tipo de gravamen diferente, así se desprende del reglamento, conforme al cual:

-El sujeto pasivo será el adquirente en cada caso.

-la base imponible será el valor real de los bienes adquiridos respectivamente, serán o no equivalentes.

-Los tipos impositivos serán los señalados por las CCAA, y en su defecto, el 6% o el 4%, según la naturaleza de los bienes. Si un mismo acto o contrato comprende bienes muebles e inmuebles sin especificar el valor de cada uno, se aplicara el tipo de gravamen de los inmuebles.

2º. En el supuesto de permuta del artículo 1446 CC, desde el punto de vista del impuesto, y aunque los contratantes califiquen el contrato como compraventa u permuta, la entrega de la cosa menos valiosa queda sujeta, mientras que la entera de dinero queda exenta, en puridad no sujeta, en virtud del artículo 45.I.B.4.

IV. LIQUIDACIÓN DE LOS EXPEDIENTES DE DOMINIO Y DE LAS ACTAS DE NOTORIEDAD.


Su objeto es acreditar una adquisición de dominio ya producida, a los efectos de proporcionar un título inmatriculador, pudiendo servir también para reanudar un trato sucesivo interrumpido o para registrar excesos de cabida. Lo que se grava es la adquisición anterior que en ellos se pone de manifiesto. De ahí que se declare la no sujeción del expediente de dominio o del acta de notoriedad cuando se acredite haber satisfecho ya el impuesto.


Si la adquisición originaria estaba no sujeta o exenta al impuesto, tampoco en este caso tributan los expedientes de dominio o actas de notoriedad.

SUJETO PASIVO: es el promotor del procedimiento o requirente del acta.

BASE IMPONIBLE: está constituida por el valor real del bien o derecho trasmitido, sin perjuicio de la ulterior comprobación.

TIPO IMPOSITIVO: en primer lugar se aplicaría el previsto por las CCAA y, en su defecto, el correspondiente a los bienes inmuebles establecido en el TR (6%).


Por último, si la transmisión originaria estaba sujeta al ISD, no puede tributan por TPO, aunque esté prescrito el ISD.
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LIQUIDACIÓN DE LOS ACTOS DE CONSTITUCIÓN Y TRANSMISIÓN DE DERECHOS REALES. SUJETO PASIVO, BASE Y TIPO. NORMAS ESPECIALES SOBRE LOS DERECHOS DE SERVIDUMBRE, USUFRUCTO, USO Y HABITACIÓN.

INTRODUCCIÓN.

El ITPyAJD grava, según el artículo 1, todas las transmisiones patrimoniales onerosas, considerando como tal, no sólo las transmisiones onerosas propiamente dichas, sino también la constitución de derechos reales (artículo 7).

A esto último es a lo que nos vamos a referir en este tema, y especialmente a los derechos reales de goce y disfrute, ya que los de garantía son objeto de estudio en el tema 21.

De todas formas, no todos estos actos que acabamos de mencionar están sujetos al impuesto. Así no lo están los realizados por empresarios y profesionales en el ejercicio de su actividad empresarial o profesional, ni los que constituyan entregas de bienes o prestaciones de servicios sujetos al IVA.

Sin embargo, sí están sujetos al ITPyAJD, las entregas y arrendamientos de bienes inmuebles y la constitución y transmisión de derechos reales de goce y disfrute sobre los mismos, cuando gocen de exención del IVA, siempre que no se renuncie a ella, así como la transmisión de bienes inmuebles comprendidos en la transmisión de un patrimonio empresarial que por las circunstancias concurrentes, no esté sujeto a IVA.

I. LIQUIDACIÓN DE LOS ACTOS DE CONSTITUCIÓN Y TRANSMISIÓN DE DERECHOS REALES.


Para que resulte sujeta a la modalidad de TPO, la constitución de derechos reales ha de verificarse a título oneroso, pues de ser a título gratuito quedará sujeta al ISD.

También se sujetan a gravamen y la ampliación del contenido de dichos derechos, que impliquen para su titular un incremento patrimonial; así como las transmisiones y subrogaciones de carácter oneroso. Por el contrario, quedan no sujetas a TPO las restantes operaciones relativas a los mismos: modificaciones, novaciones y extinción, si bien el caso del usufructo, por ejemplo, si resulta gravada la consolidación en el nudopropietario como consecuencia de la extinción.


Podría plantearse un problema, respecto de aquellas transmisiones que pueden calificarse a la vez de onerosas y gratuitas, o de ninguna de las dos cosas. Nos referimos a lo que la doctrina llama contratos remuneratorios. En nuestro derecho no se plantea esta cuestión puesto que estos contratos aparecen encuadrados en el ámbito de las donaciones (artículos 619 y 622 CC).


Por su parte, el TEAC ha declarado, en R 27 de mayo de 1986, que los traspasos futbolísticos son cesiones de derechos sujetas al impuesto.

II. SUJETO PASIVO, BASE Y TIPO.

a) SUJETO PASIVO.

Conforme al artículo 8 del TR, son sujetos pasivos:

-En la constitución de derechos reales, la persona a cuyo favor se constituye.

-En la transmisión de derechos, el adquirente del derecho real.

-En la ampliación, el titular del derecho real cuyo contenido se ve incrementado.

b) BASE IMPONIBLE.

Conforme al artículo 10, la base imponible está constituida por el valor real del derecho, con deducción únicamente de las cargas que sean deducibles por minorar el valor del bien, pero no las deudas, aunque estén garantizadas con prenda o hipoteca.

Para los demás derechos reales distintos del usufructo, uso y habitación, y de las hipotecas, prendas y anticresis, se establece una regla especial de valoración: tales derechos se valorarán por el capital, precio o valor que las partes hubiesen pactado al constituirlos, si fuese igual o mayor que el que resulte de la capitalización al interés básico del Banco de España de la renta o pensión anual, o éste, si fuese menor.

c) TIPO.

En primer lugar, será el fijado por las CCAA. Si éstas no lo hubiesen fijado, con o hubiesen adquirido competencias en los términos establecidos en la ley de 27 de diciembre de 2001, se aplicarán los del artículo 11 del TR:

-6%, para los derechos reales sobre inmuebles, excepto los derechos reales de garantía.

-4%, para los derechos reales sobre bienes muebles y semovientes, salvo los derechos reales de garantía, incluido el derecho real de aprovechamiento por turnos.

-1%, para la constitución y cesión de derechos reales de garantía.

-Si en un mismo contrato o acto, hay bienes muebles e inmuebles y no se especifica el valor de cada uno, se aplicará el tipo correspondiente a los bienes inmuebles.

III. NORMAS ESPECIALES DE LOS DERECHOS DE SERVIDUMBRE, USUFRUCTO, USO Y HABITACIÓN.

1. SERVIDUMBRES.


Hemos de hacer las siguientes precisiones:

-Se excluyen las servidumbres legales, puesto que estas últimas se constituyen por disposición legal y carecen de la nota de onerosidad precisa para la realización del hecho imponible.

-En los casos de servidumbres recíprocas, hay que entender que se realizan dos hechos imponibles sujetos, tributando cada uno de ellos conforme a su respectivo valor.

-La extinción de servidumbres, no queda sujeta a TPO, ante la falta de tipificación legal.

-HECHO IMPONIBLE: la constitución y transmisión a título oneroso.

-SUJETO PASIVO: el dueño del predio dominante.

-BASE IMPONIBLE: valor real del derecho que se constituye (pactado por las partes en el momento de su constitución: artículo 10.2 d).

-TIPO: 6%.

USUFRUCTO, USO Y HABITACIÓN.

En cuanto al USUFRUCTO, se hallan sujetas a la modalidad de TPO, tanto las operaciones de constitución y ampliación, como la de su extinción. Como regla general, la extinción de derechos reales no constituyen hechos imponibles sujetos a la modalidad de TPO; sin embargo, esta regla general tiene una excepción en el caso de extinción del usufructo y consiguiente consolidación en el nudopropietario. En este caso, el legislador considera que la consolidación supone para el nudopropietario un incremento patrimonial que fundamenta la exigencia del tributo. En definitiva, podemos afirmar que lo que están realmente sujetan impuesto no es la extinción del usufructo sino la consolidación en el nudopropietario.

BASE IMPONIBLE: ha de determinarse conforme a las siguientes reglas:

-Usufructo temporal: se estima un 2% del valor total de los bienes por cada año de duración, hasta un límite de 70%.

-Usufructo vitalicio: 70% del valor total si los actuario es menor de 20 años; por cada año demás, se reducirá un 1%, con un límite del 10%.

-Usufructo constituido a favor de una persona jurídica: sólo puede ser temporal. No obstante, dice el artículo 10. 2 TR, que cuando se constituye por tiempo superior a 30 años o por tiempo indefinido, se calificará como transmisión de pleno dominio sujeta a condición resolutoria.

-Usufructos mixtos (temporales y vitalicios): se aplican, de las reglas expuestas, aquellas que le atribuya al usufructo mayor valor.

SUJETO PASIVO: el usufructuario.

TIPO: a falta de disposición en las leyes autonómicas, se aplicara en 6% (bienes inmuebles) o el 4% (bienes muebles).

EXTINCIÓN DEL USUFRUCTO.


Establece el TR, que al consolidarse el dominio en el nudopropietario, tributada por este impuesto atendiendo al valor del derecho que ingrese en su patrimonio. El legislador fiscal recurre a la ficción de considerar la extinción del usufructo como una transmisión a favor del nudopropietario.

Pero no todas las formas que pueden dar lugar a la consolidación, tributan por este concepto:

1. Si la consolidación se produce por cumplimiento del plazo o por muerte el usufructuario, se exigirá al nudopropietario la liquidación correspondiente a la diferencia de valor existente entre el valor del pleno dominio y el de la nuda propiedad, que no satisfizo en el momento de la designación de dominio, por el mismo título (oneroso o gratuito) por el que en su día adquirió la nuda propiedad.

2. Si la consolidación se opera a través de un negocio jurídico
-Si se produce en el nudopropietario, se exigirá a este la mayor de las liquidaciones entre: la prevista en el párrafo anterior, y la correspondiente al negocio jurídico en cuya virtud se adquiere el usufructo.

-Si se produce en el usufructuario, se le girará la liquidación correspondiente al negocio jurídico en virtud del cual se adquiere la nuda propiedad.

-Si se produce en un tercero, se girarán las liquidaciones correspondientes a tales adquisiciones.


Es interesante indicar que en el ITPyAJD, al producirse la consolidación del usufructo con la nuda propiedad, se toma como valor de los bienes, el que tengan en el momento de producirse en la extinción del usufructo, mientras que en el ISD, se tienen cuenta el valor de los bienes y el tipo impositivo vigente en el momento de la desmembración del pleno dominio.

Los Registradores hagan constar por nota marginal, en los casos de desmembración del dominio, la afección de los bienes al pago de liquidación que proceda por la extinción del usufructo, a cuyo efecto, las oficinas  liquidadoras practicarán una liquidación provisional, según las bases y tipos aplicables en el momento de la constitución del usufructo, sin perjuicio de la rectificación que proceda. Por su parte, el nudopropietario, está obligado a presentar cada cuatro años, la fe de vida del usufructuario, pues de no hacerlo, se entenderá consolidado del dominio y se girará la liquidación correspondiente.


Respecto de DERECHOS REALES DE USO Y HABITACIÓN: se valorarán aplicando las mismas reglas que los usufructos, pero a ese derechos de menor entidad para fijar la base imponible se calculan los porcentajes sobre el 75% del valor total de los bienes.
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LIQUIDACIÓN DE LOS PRÉSTAMOS SIMPLES Y CON GARANTÍA. IDEM DE LOS DERECHOS DE HIPOTECA, PRENDAS Y ANTICRESIS. SUBROGACIÓN Y TRANSMISIÓN DE CRÉDITOS. EMISIÓN, TRANSMISIÓN Y CANCELACIÓN DE OBLIGACIONES.

I. LIQUIDACIÓN DE LOS PRÉSTAMOS SIMPLES Y CON GARANTÍA.


Respecto a la cuestión de si los préstamos están sujetos a IVA o a TPO, existen dos tesis:

-Tesis amplia: que tiende a considerar sujetos a IVA todas las operaciones de préstamos con interés, puesto que implican una prestación de servicios, y porque el prestamista tiene el carácter de sujeto pasivo del IVA, dado que realiza una prestación de servicios que supone la explotación de un bien con el fin de conseguir ingresos continuados en el tiempo.

-Tesis  restrictiva: es la generalmente admitida por la doctrina y la jurisprudencia. Entiende que sólo están sujetas al IVA las operaciones de préstamo concedidas por empresarios y profesionales en el ejercicio de su actividad. Según esta tesis, los préstamos realizados por particulares están sujetos a TPO.


La normativa fiscal sobre los préstamos, podemos sintetizarla así:

-Préstamos profesionales: están sujetos al IVA, si bien la ley los declara exentos, aunque sí tributarán por AJD (Art. 74. 2 de reglamento del ITPyAJD).

-Préstamos no empresariales: no están sujetos al IVA, sino a TPOyAJD, pero son declarados exentos en ambas modalidades por el artículo 45.1.B.15.

HECHO IMPONIBLE.


La constitución de los préstamos, así como su transmisión y ampliación. La ley considera ASIMILADOS al préstamo:

a) las cuentas de crédito: son aquellos contratos por el que prestamista pone a disposición del prestatario, sumas de dinero hasta un importe determinado, para ser utilizadas por éste.

b) reconocimientos de deuda: son aquellos negocios jurídicos que contienen una declaración de voluntad del deudor reconociendo su deuda.

c) el depósito retribuido: es una operación que realizan los Bancos para obtener ingresos (en el ámbito mercantil, reciben el nombre de operaciones pasivas).

SUJETO PASIVO.


El prestatario. Pero será subsidiariamente responsable del pago, el prestamista, si percibiera total o parcialmente los intereses o el capital de la cosa prestada, sin haber exigido al prestatario justificación de haber pagado impuesto (Art. 9. 1 TR).

BASE IMPONIBLE.

a) en los préstamos sin más garantía que la personal del prestatario, o en los asegurados con fianza: el capital prestado. Se liquidan como préstamos personales el reconocimiento de deuda, cuentas de crédito y depósito retribuido (Art. 15. 2).

b) en los préstamos con garantía real: se aplican las reglas de la hipoteca, prenda y anticresis.

TIPO.

Es del 1% (Art. 11), si bien como ya señalamos, están exentos.

II. ÍDEM DE LOS DERECHOS DE HIPOTECA, PRENDAS Y ANTICRESIS.

HECHO IMPONIBLE.


Están sujetas la constitución y ampliación posterior de su contenido. Se equiparan a la hipoteca que garantice el pago aplazado con la misma finca vendida, las condiciones resolutorias explícitas de la compraventa a que se refiere el artículo 11 LH.


Entiende la doctrina, que cuando se trate de derechos reales en que la inscripción tiene carácter constitutivo, como ocurre con la hipoteca, en realidad no debiera exigirse impuesto hasta que el derecho se haya inscrito, ya que con anterioridad no puede decirse que la hipoteca esté constituida, pero el legislador fiscal considera devengado en impuesto con la simple formalización de la escritura y no admiten la inscripción sin la previa justificación del pago del impuesto. Esto plantea el problema de si habría derecho o no a reclamar la devolución en caso de no inscribirse la hipoteca. 


En todo caso, hay que advertir que la hipoteca, prenda y anticresis, se constituyen en garantía de una obligación.

a) si ésta es un préstamo, la constitución simultánea de la hipoteca, prenda y anticresis, o si se prevé en la escritura su posterior constitución, no están sujetos al gravamen por entenderse que son derechos accesorios, y sólo tributa el préstamo (Art. 15. 1), para evitar la doble imposición. No obstante, aclara el reglamento (Art. 25), que si la garantía se constituye con posterioridad al préstamo, tributa con independencia.

b) si es una obligación distinta del préstamo, es cuando queda sujeta la constitución de estos derechos de garantía.


La CANCELACIÓN de la hipoteca, prenda, y anticresis, no están sujetas a TPO, por cuanto que la extinción, entiende el legislador fiscal que no implica transmisión patrimonial. La LMFAOS de 29 diciembre 2000, añade un apartado 18 al Art. 45.1.B, y declara que quedan EXENTAS DE AJD: "las primeras copias de escrituras notariales que documenten la cancelación de hipotecas de cualquier clase".

SUJETO PASIVO.


Es una persona a cuyo favor se constituya la garantía.

BASE IMPONIBLE.


Es el importe de la obligación o capital garantizado, comprendiendo las sumas que se aseguren por intereses (con un máximo de cinco años), indemnizaciones, penas por incumplimiento u otro concepto análogo. Si no consta  expresamente el importe de la cantidad garantizada, se tomará por base el capital más tres años intereses.

TIPO: 1%.


Por último, las escrituras que documenten las operaciones de subrogación y modificación de préstamos hipotecarios, reguladas por la ley de 30 de marzo de 1994, están exentas de AJD, en la forma establecida en la susodicha ley.

III. SUBROGACIÓN Y TRANSMISIÓN DE CRÉDITOS.


De manera análoga a la examinada para la constitución de préstamos, las operaciones de cesión y subrogación de créditos pueden resultar sujetas al IVA o la modalidad de TPO:

-La transmisión onerosa de créditos que constituyan operaciones financieras sujetas al IVA, tributará por el gravamen gradual de AJD (documentos notariales), si el crédito objeto de transmisión tiene aneja alguna garantía real inscribible (créditos hipotecarios) y la transmisión es susceptible de constancia registral.

-La transmisión onerosa de créditos que constituyan hechos imponibles de la modalidad de TPO, queda sujeta a TPO y exenta por aplicación del Art. 45.I.B.15.

SUBROGACIÓN.

a) ACTIVA: sólo se ocupa de la misma para equipararla a la transmisión o cesión de derechos. La subrogación en los derechos del acreedor prendario, hipotecario o anticrético, se considera como transmisión de derechos, y tributara al 1%.

b) PASIVA: es un supuesto muy frecuente en la práctica notarial, sobre todo en aquellos casos de venta de finca hipotecada en la que el comprador se subroga en el pago de la obligación garantizada. Esta subrogación no está sujeta a gravamen (ni TPO ni AJD).

TRANSMISIÓN DE CRÉDITOS.


La transmisión pasiva, es decir, la sustitución del deudor por un negocio de asunción de deuda, no está sujeta ni a TPO ni a AJD, pues la ley sólo contempla la transmisión activa o de la persona del acreedor.

Hecho imponible: la transmisión onerosa por acto intervivos de toda clase de derechos que integran el patrimonio de las personas físicas y jurídicas.

Sujeto pasivo: el adquirente.

Base imponible: el valor real del crédito o derecho transmitido.

Tipo: 1%.

IV. EMISIÓN, TRANSMISIÓN Y CANCELACIÓN DE OBLIGACIONES.

EMISIÓN DE OBLIGACIONES.


La tributación de la emisión y suscripción de obligaciones ha sido muy discutida, sobre todo por la posible incidencia del IVA. Así:

-Queda sujetas a TPO y exentas por aplicación del Art. 45.I.B.15, las emisiones suscritas por particulares.

-Queda sujetas a IVA y no sujetas a TPO, las emisiones suscritas por sujetos pasivos del IVA en el ejercicio de su actividad.

TRANSMISIÓN DE OBLIGACIONES.


La transmisión de títulos-valores (obligaciones, acciones, derecho de suscripción) tributan según la escala del Art. 12.3 de la ley, salvo los supuestos en que se aplique la exención prevista en el artículo 108 LMV (Art. 45.I.B.9).


Según esta ley, el tratamiento fiscal de los títulos-valores, es el siguiente:

a) regla general: EXENTA, tanto del ITPOyAJD, como del IVA: los valores admitidos o no a negociación en un mercado secundario oficial.

b) excepción: tributan por el concepto de TPO, por el tipo correspondiente a la transmisión de bienes inmuebles:

-Las transmisiones de valores que representen partes del capital social de sociedades cuyo activo esté constituido al menos en un 50% por inmuebles situados en el territorio nacional, siempre que como consecuencia de dicha transmisión, el adquirente obtenga la titularidad total de ese patrimonio, o al menos, una posición tal que le permita ejercer el control sobre tales entidades.

-La transmisión de acciones o participaciones sociales que se reciben por las aportaciones de bienes inmuebles realizadas con ocasión de la constitución de sociedades, o la ampliación de su capital social, cuando dicho inmueble que se aportó se adjudica a otro socio distinto, como consecuencia de la reducción del capital social o de la disolución de la sociedad, habiendo transcurrido menos de un año desde la susodicha aportación.

CANCELACIÓN DE OBLIGACIONES.


La extinción de obligaciones mediante su amortización, es una operación no sujeta a la modalidad de TPO. Hasta la STS de 3 de noviembre de 1997, si la emisión era susceptible de inscripción en el R.Prop o en el RM, la extinción quedaba  sujeta al gravamen gradual de AJD (Art. 74. 3 del reglamento). Sin embargo, la mencionada sentencia declara nulo en este punto lo establecido por el artículo 74, lo que implica que deben reputarse exentas dichas cancelaciones.
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DERECHO FISCAL. TEMA 22.

LIQUIDACIÓN DE PENSIONES, FIANZAS Y ARRENDAMIENTOS. TRASPASO DE LOCALES DE NEGOCIOS. LIQUIDACIÓN DE CONCESIONES ADMINISTRATIVAS.

I. LIQUIDACIÓN DE PENSIONES, FIANZAS Y ARRENDAMIENTOS.

PENSIONES.

a) hecho imponible.


Las pensiones, conforme al artículo 7 TR, quedan sujetas a la modalidad de TPO, tanto en la constitución como en toda ampliación que implica para su titular un incremento patrimonial. El artículo 37. 5 del Regl, también sujeta a gravamen la extinción.

Debe tenerse en cuenta, que no quedan sujetas a TPO, las pensiones gratuitas (que quedan sujetas a ISD), y las que deban ser satisfechas por sujetos pasivos del IVA en el ejercicio de su actividad (resoluciones de la DGT de 15 diciembre 1993 y 28 diciembre 1995).

b) sujeto pasivo.

Es el pensionista, conforme al artículo 8 del TR.

c) base imponible.


Conforme a lo dispuesto en el artículo 10. 2 del TR, la base imponible se obtiene mediante un proceso que podemos sintetizar en los siguientes pasos:

1º. Obtención del importe anual de la pensión en dinero. La pensión puede consistir en el pago de una renta, pero también en un deber de alimentos y cuidados de cuantía indeterminada. En este último caso se utilizara el importe anual del SMI.

2º. Capitalización de la pensión anual al interés básico del Banco de España.

3º. Al capital resultante se aplicarán las reglas de valoración del usufructo, según que la pensión sea vitalicia o temporal.

En las cesiones de bienes a cambio de pensión, hay dos actos liquidables:

-La constitución de la pensión, que tributa conforme a lo expuesto, siendo sujeto pasivo el transmitente a cuyo favor se constituye la pensión.

-La transmisión de los bienes, siendo sujeto pasivo el adquirente.

En este supuesto, cuando la base imponible de la transmisión sea superior en más de un 20% y en 12.020,24 € a la de la pensión, la liquidación a cargo del adquirente de los bienes se girará por el valor en que ambas liquidaciones coincidan, y por la diferencia se practicará otra en concepto de donación.

d) tipo: 1%.

FIANZAS.

a) hecho imponible.


Quedan sujetas, como regla general tanto la constitución de la fianza, como la ampliación de su contenido, si bien, como consecuencia de la relación de incompatibilidad y preferencia del IVA sobre TPO, debe tenerse en cuenta que no pueden tributar por TPO las siguientes fianzas:

-Las que constituyan prestaciones de servicios sujetas a IVA.

-Las fianzas accesorias de operaciones sujetas a IVA y no sujetas a la modalidad de TPO.

Tampoco quedan sometidas a gravamen por la modalidad de TPO, las siguientes fianzas:

-Fianzas accesorias de préstamos u operaciones equipadas conforme a artículo 15 del TR y 25 del Regl.

-Consignaciones en efectivo, cauciones o avales que, prevenidos por las leyes, constituyen una exigencia procesal para el ejercicio de derechos, acciones, o recursos, según doctrina del TEAC (resolución de 11 de febrero de 1971).

b) base imponible.


Es el importe de la obligación afianzada.

c) sujeto pasivo.


El acreedor a cuyo favor se constituye la fianza.

d) tipo: 1% (artículo 11 de TR).

ARRENDAMIENTOS.

a) hecho imponible.


La constitución de los mismos. Ahora bien, hay que distinguir:

-Los arrendamientos de servicios y los de obras: están sujetos a IVA.

-Los arrendamientos de cosas: sujetos a TPO, pero sí a todo arrendatario, por el solo hecho de serlo, se le atribuye, según la normativa del IVA, la condición de empresario, podemos concluir que SOLO LOS ARRENDAMIENTOS SUJETOS, PERO EXENTOS DEL IVA, QUEDAN SUJETOS A TPO.


Son éstos los siguientes:

1º los arrendamientos de terrenos: la exención comprende toda clase de terrenos, salvo los destinados, entre otros: para estacionamiento de vehículos, depósito o almacenaje de bienes, exposiciones o publicidad (que esta sujetos a IVA).

2º los arrendamientos de edificios o partes de los mismos destinados exclusivamente a vivienda, incluidos los garajes y anexos accesorios a éstas y los muebles arrendados conjuntamente con aquéllos.

Se consideran como asimilados al arrendamiento, los contratos de aparcería y subarriendo.

También queda sujeta la ampliación del contenido de dichos arrendamientos, que implique para su titular un incremento patrimonial. En este sentido, deben considerarse sujetos al impuesto:

-La ampliación del arrendamiento inicial a bienes distintos de los iniciales.

-Las prórrogas convencionales, incluso las que sean consecuencia de tácita reconducción. Por el contrario, quedan no sujetas las prórrogas ilegales.

-Las cesiones onerosas del derecho arrendaticio.

b) sujeto pasivo.


Es el arrendatario, subarrendatario o aparcero (artículo 8 TR), siendo responsable subsidiario el propietario, si hubiese percibido renta sin haber exigido la justificación del pago del impuesto (artículo 9 TR).

c) base imponible.


Es el importe total de la renta a satisfacer por el arrendatario al arrendador, durante la vigencia del contrato. Si no se hubiese señalado la duración, se calculará la base imponible por la renta de seis años.

En los arrendamientos de fincas urbanas sujetos a prórroga forzosa, se computará una duración mínima de tres años (artículo 48 del reglamento).

Las prórrogas forzosas quedan no sujetas a la modalidad de TPO, mientras que las convencionales quedan sujetas a TPO por el concepto de ampliación de contenido que implica para su titular un incremento patrimonial.

d) tipo.


Si la CCAA no señala tarifa, se aplicará la escala del artículo 12 TR, pudiendo  satisfacerse mediante efectos timbrados o por autoliquidación ordinaria.

II. TRASPASO DE LOCALES DE NEGOCIOS.


No está sujeto a TPO, sino a IVA.

a) hecho imponible.


La cesión por precio de un local de negocios sin existencias hecho por un arrendatario a un tercero o al propio dueño del local si éste ejercita su derecho de adquisición preferente. También están sujetas las entregas de existencias realizadas por los arrendatarios en el traspaso.

b) base imponible.


El importe total del traspaso.

c) sujeto pasivo.


El arrendatario que traspasó, pero está obligado a repercutir su importe sobre el adquirente.

d) tipo: 16%.

III. LIQUIDACIÓN DE CONCESIONES ADMINISTRATIVAS.


Hay que distinguir dos clases de concesiones a efectos fiscales:

1. Las que tengan por objeto la cesión del derecho a utilizar inmuebles o instalaciones e impuestos o aeropuertos, así como instalaciones ferroviarias. Están sujetas a IVA. Se equiparan a las concesiones administrativas, a los efectos del impuesto, los actos y negocios administrativos, cualquiera que sea su denominación o modalidad, que otorguen facultades de gestión de servicios públicos o la atribución del uso privativo o aprovechamiento especial de bienes de dominio o uso público, por los cuales se produzca un desplazamiento patrimonial en  favor de particulares (artículo 13 TR).

2. Las restantes concesiones: sujetas a TPO.


Nos referiremos a estas últimas:

a) hecho imponible: todo tipo de concesiones, tanto la de bienes, como la de obras y servicios públicos.

Para que la ampliación de una concesión administrativa resulte sujeta a TPO, debe implicar, conforme al artículo 7.1.B) un incremento patrimonial para su titular; en este sentido, parece que deben considerarse sujetas las prórrogas de las concesiones.

b) base imponible: el valor real del derecho originado por la concesión, que se fijará generalmente por alguno de los siguientes medios:

-Si la Administración señalase una cantidad total en concepto de precio o canon que deba satisfacer el cesionario, éste será la base imponible.

-Si señala un canon periódico, la base imponible será:

    -la suma de las prestaciones periódicas, si la concesión duran menos de un año.

    -La capitalización al 10% de la cantidad anual que satisfaga el concesionario en los casos de canon o precio periódico en concesiones de duración superior a un año. Cuando para la aplicación de esta regla hubiese que capitalizar una cantidad anual que fuese variable como consecuencia, exclusivamente, de la aplicación de claúsulas de revisión de precios que tomen como referencia índices objetivos de su evolución, se capitalizara la correspondiente al primer año. Si la variación dependiese de otras circunstancias, cuya razón matemática se conozca en el momento del otorgamiento de la concesión, la cantidad a capitalizar será la media anual de las que el concesionario deba satisfacer durante la vida de la concesión.

-Cuando el concesionario esté obligado a revertir a la Administración bienes determinados, se computará el valor del Fondo de Reversión que aquél está obligado a constituir (dicho valor será el valor neto contable estimado según la aplicación de las tablas de amortización del impuesto de sociedades más los gastos de la reversión previstos).


Si no pudiera fijarse por las reglas anteriores, se determinará por los siguientes:

a) aplicando al valor de los activos fijos afectos a la explotación, un porcentaje del 2% por cada año de duración de la concesión, como mínimo del 10% y sin que el máximo pueda exceder del valor de los activos.

 b) a falta de  la anterior valoración, se tomará la señalada por la respectiva Administración Pública.

c) en defecto de los anteriores, por el valor declarado por los interesados, sin perjuicio del derecho de la Administración para proceder a su comprobación conforme a la LGT.

c) sujeto pasivo: el concesionario.

d) tipo: será el fijado por la CCAA correspondiente. En su defecto, será el 4%. Si se tratase de la transmisión onerosa de una concesión sujeta a TPO, su tributación se realizara en función del artículo 7.1 letra A), por lo que parece que el tipo no será en todo caso el del 4%, sino que dependerá de la naturaleza de los bienes sobre los que recaiga la concesión, lo que implícitamente ratifica la consulta de la DGT de 19 de mayo de 1995.
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